El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PAGO DE INCAPACIDADES MÉDICAS / DÍAS 181 A 540 A CARGO DE LAS AFP / NO IMPORTA EL RESULTADO DEL CONCEPTO DE REHABILITACION / EN ADELANTE, A LA EPS, HASTA LA RECUPERACIÓN O LA CALIFICACIÓN DE LA PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL. 
La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital…
En relación con la responsabilidad en el pago de las incapacidades, ha explicado la Corte Constitucional:
“… las reglas jurisprudenciales y legales para el reconocimiento y pago de las incapacidades laborales originadas en enfermedad común desde el día 1 hasta el 540 son las siguientes: …

“(iii) A partir del día 180 y hasta el día 540 de incapacidad, la prestación económica corresponde, por regla general, a las AFP, sin importar si el concepto de rehabilitación emitido por la entidad promotora de salud es favorable o desfavorable…”.
“Cabe resaltar que, en caso de que se expidan certificados de incapacidad más allá de los 540 días, el pago de dichos subsidios deberá ser asumido por la EPS Sanitas, en aplicación al mandato legal contenido en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015. Dicha responsabilidad se extiende hasta el momento en que la actora se encuentre en condiciones de reincorporarse a la vida laboral o hasta que se determine una pérdida de la capacidad laboral superior al 50%.” (…)
De acuerdo con la jurisprudencia anterior, es claro que corresponde a Colpensiones cancelar las incapacidades laborales otorgadas desde el día 180 al 540. Por su parte Medimás EPS debe asumir las que se concedan desde el día 541 en adelante. (…)
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, febrero diez (10) de dos mil veinte (2020) 


Acta No. 037 del 10 de febrero de 2020


Expediente No. 66682-31-03-001-2019-01953-01

Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló Colpensiones frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 29 de noviembre de 2019, en la acción de tutela que el señor José Javier Ortegón Páez instauró contra la recurrente, a la que fueron vinculados el Gerente de Determinación de Derechos y la Directora de Medicina Laboral de esa misma entidad y el Presidente, la Vicepresidente de Salud y el Representante Legal y Judicial de Medimás EPS. 

A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el actor admiten el siguiente resumen:

1.1 El 21 de febrero de 2018 sufrió un accidente de tránsito que le causó luxación anterior de hombro izquierdo y ruptura del tendón supraespinoso. 
1.2 Debido a ese cuadro médico le han concedido incapacidades de manera ininterrumpida y por ello se encuentra impedido para trabajar.
1.3 Medimás EPS realizó el pago de las incapacidades correspondientes a los primeros 180 días.
1.4 El 22 de marzo de 2019 esa EPS emitió concepto desfavorable de rehabilitación.
1.5 El 12 de abril siguiente elevó reclamación a Colpensiones con el fin de obtener el pago de las incapacidades posteriores al día 180 y para que se realizara la calificación de la pérdida de su capacidad laboral.
1.6 En el mes de mayo fue evaluado por el médico laboral de Colpensiones, a efecto de elaborar el dictamen correspondiente.
1.7 Han transcurrido 213 días desde la radicación de aquella solicitud, sin obtener respuesta alguna.
1.8 Depende exclusivamente de su salario y por ello la negativa de la demandada en reconocer las incapacidades lo afecta a él y a su familia, que depende económicamente de su trabajo.
2. Considera lesionados los derechos de petición, mínimo vital, seguridad social, vida digna, debido proceso y protección a persona en estado de discapacidad. Para su protección, solicita se ordene a Colpensiones emitir el dictamen de pérdida de la capacidad laboral y cancelar las incapacidades reconocidas hasta la fecha.
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del 18 de noviembre de 2019 se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular al Gerente de Determinación de Derechos y a la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones; al Presidente, a la Vicepresidente de Salud y al Representante Legal y Judicial de Medimás EPS. 

2. Se pronunció la Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones. Manifestó que verificado el sistema de información de esa entidad, se constata que el 12 de abril de 2019, el accionante presentó solicitud con el fin de obtener se pagaran incapacidades médicas. Entre los documentos aportados con esa reclamación se encuentra el concepto de rehabilitación desfavorable, motivo por el cual no hay lugar al reconocimiento y pago del subsidio por incapacidad, pues lo procedente sería adelantar el trámite de la calificación de pérdida de la capacidad laboral. Por ello, el 26 de julio de 2019 se llevó a cabo la valoración por medicina laboral y en este momento se encuentra pendiente la emisión del respectivo dictamen. De otro lado, indicó que la acción de tutela es improcedente para resolver controversias relacionadas con el sistema de seguridad social, las cuales deben ser ventiladas ante la jurisdicción ordinaria laboral, máxime que en este caso no se demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
3. Se definió la primera instancia mediante sentencia del 29 de noviembre último en la que se concedió el amparo solicitado y se ordenó: a) al Gerente de Determinación de Derechos y a la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones brindar respuesta a la petición formulada por el actor el 12 de abril de 2019, en el sentido de notificar el contenido del dictamen de pérdida de la capacidad laboral y reconocer y pagar las incapacidades concedidas al demandante a partir del día 181 hasta completar el 540 y b) al Presidente, a la Vicepresidente de Salud y al Representante Legal y Judicial de Medimás EPS cancelar las incapacidades otorgadas desde el día 541, hasta la última acreditada que va desde el 27 de noviembre hasta el 16 de diciembre de 2019.
Para decidir así, consideró la funcionaria de conocimiento que Colpensiones lesionó el derecho de petición del actor al negarse a resolver oportunamente la solicitud que formuló el 12 de abril de 2019. Luego restó mérito a los alegatos planteados por Colpensiones para eximirse de la responsabilidad de reconocer el subsidio de incapacidad, como quiera que la emisión del concepto desfavorable de rehabilitación solo incide en el término para proferir el dictamen de calificación médico legal, mientras que la existencia de este último, si en él se determina un porcentaje de pérdida de la capacidad laboral menor al 50%, en nada afecta la continuidad del pago de las incapacidades. A continuación indicó que de conformidad con la jurisprudencia constitucional, en este caso la acción de tutela es procedente para obtener se cancelen esas prestaciones ya que en la demanda se expresó que el actor y su familia dependen exclusivamente de su salario, afirmación que no fue desvirtuada por las demandadas. Finalmente dijo que según el ordenamiento legal, del día 3 al 180 de incapacidad el pago será asumido por la EPS, mientras que desde el 181 hasta por 360 días más esa carga se traslada al fondo de pensiones y luego de ese periodo retorna nuevamente a la EPS.  
4. Inconforme con el fallo, la Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones lo impugnó. A los argumentos que ya había planteado en la contestación de la demanda agregó que según las bases de datos de esa entidad, el accionante no ha elevado petición alguna en relación con el reconocimiento y pago de las incapacidades médicas, y por tal razón la autoridad que representa no ha tenido la oportunidad de estudiar la procedencia de esas prestaciones y por lo mismo no se le puede atribuir lesión alguna de derechos. De otro lado, el 25 de noviembre de 2019 se expidió dictamen en el que se determinó que el actor tiene una pérdida de la capacidad laboral igual al 13,2%, con fecha de estructuración del 26 de julio de 2019. 
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar el pago de las incapacidades otorgadas al accionante. De serlo, se establecerá si las entidades accionadas lesionaros los derechos cuya protección se invoca. También se analizará si se presentó una carencia actual de objeto por hecho superado, respecto de la solicitud de calificación de la pérdida de la capacidad laboral.
3. La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital. Así en sentencia T- 529 de 2017 explicó:

“5.1. Esta Corporación ha reconocido que las personas que pretenden el cobro de incapacidades médicas a través de la acción de tutela cuentan con otros mecanismos judiciales a través de los cuales pueden obtener su pago, procedimientos tales como el proceso ordinario laboral, o el trámite ideado ante la Superintendencia Nacional de Salud. En ese orden de ideas, en principio sería posible aseverar que la ciudadanía cuenta con medios ordinarios suficientes para obtener la materialización de este tipo de pretensiones y, por tanto, resultaría improcedente cualquier intento de solicitar dichos pagos a través de tutela.

A pesar de lo anterior, esta Corte también ha reconocido que el pago de la las incapacidades médicas no solo debe ser entendido como una simple obligación dineraria u económica, sino que, por el contrario, se constituye en el medio a través del cual un trabajador ve suplido su salario ante la materialización de una contingencia que afecte su salud al punto que se vea imposibilitado para desarrollar sus labores y, por tanto, los recursos básicos a partir de los cuales puede procurarse una congrua subsistencia y la de su núcleo familiar.
 Adicionalmente, se ha expresado que esta prerrogativa se constituye en una garantía para la recuperación de la salud del afiliado, pues a partir de su goce, éste puede reposar y asumir adecuadamente el tratamiento que requiere, sin necesidad de tener que preocuparse por reintegrarse anticipadamente a sus actividades laborales con el objetivo de recibir su sustento diario y el de su familia
.

De conformidad con lo expuesto, se ha considerado que, dependiendo de la situación particular del solicitante
, la acción de tutela puede constituirse en el único mecanismo idóneo para que una persona obtenga la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas como producto de la negativa en el reconocimiento del pago de las incapacidades que le han sido dictaminadas
.”
.

En el caso concreto no controvirtieron las entidades accionadas la necesidad que tiene el señor José Javier Ortegón Páez de obtener el pago de sus incapacidades laborales, para satisfacer sus necesidades básicas, tal como lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo.

En consecuencia, considera la Sala que tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, procede el estudio de fondo de la tutela, como mecanismo para proteger los derechos al mínimo vital y a la seguridad social de que es titular aquel señor y con la finalidad de evitarle un perjuicio irremediable, pues el pago de sus incapacidades constituye un ingreso fundamental para su sostenimiento.

4. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Se han concedido incapacidades al accionante entre el 28 de febrero de 2018 y el 16 de diciembre de 2019
.

4.2 En escrito, sin sello de recibido, el demandante solicitó a Colpensiones otorgar el subsidio por incapacidad
.

4.3 Mediante oficio del 26 de abril de 2019, Colpensiones emitió respuesta a la solicitud de “determinación del subsidio por incapacidades”, en el que informó al actor que al existir concepto desfavorable de rehabilitación lo procedente no es el reconocimiento de esas prestaciones, sino la calificación de la pérdida de la capacidad laboral
.
Aunque si bien esa comunicación fue dirigida a nombre de otra persona
, lo cierto en que los demás datos allí consignados, concretamente la cédula de ciudadanía y la dirección de residencia
, corresponden al accionante José Javier Ortegón Páez, tal como este lo manifestó en escrito recibido el 4 de febrero último
, es decir que no hay duda de que se trata de la contestación a la solicitud que él formuló. 
4.4 El 24 de mayo de 2019 Medimás EPS rindió concepto desfavorable de recuperación
.

4.5 El 25 de noviembre último, médicos laborales de Colpensiones calificaron a actor con un porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del 13,2%, estructurada el 26 de julio de 2019
. 

5. Surge de lo anterior, como primera conclusión, que contrario a lo señalado por la recurrente, relativo a la inexistencia de petición alguna sobre el reconocimiento del subsidio de incapacidad, se encuentra acreditado que Colpensiones respondió una solicitud en ese sentido, es decir que aunque se dejó de aportar la constancia de recibido de la mencionada reclamación, lo cierto es que su presentación se encuentra corroborada por aquella respuesta. De igual forma, aquel alegato de Colpensiones se contradice con lo expuesto en la contestación de la demanda, en la que sí aceptó la radicación de esa solicitud.
6. En relación con la responsabilidad en el pago de las incapacidades, ha explicado la Corte Constitucional
:

“Sobre la responsabilidad del pago, esta Corporación ha sido enfática en resaltar que las incapacidades de origen común que superan los 180 días, corren a cargo de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que está afiliado el trabajador
, ya sea que exista concepto favorable o desfavorable de rehabilitación…

…

26. En consecuencia, las reglas jurisprudenciales y legales para el reconocimiento y pago de las incapacidades laborales originadas en enfermedad común desde el día 1 hasta el 540 son las siguientes:

…

  

(iii) A partir del día 180 y hasta el día 540 de incapacidad, la prestación económica corresponde, por regla general, a las AFP, sin importar si el concepto de rehabilitación emitido por la entidad promotora de salud es favorable o desfavorable.
 

… 

32. Ahora bien, debido al déficit de protección legal que afrontaron los asegurados con incapacidades prolongadas por más de 540 días, ya sea porque no ha sido calificado su porcentaje de pérdida de capacidad laboral o porque su disminución ocupacional es inferior al 50%, es necesario resaltar que tal vacío legal fue advertido recientemente por el Congreso de la República, quien a través de la Ley 1753 de 2015 –Ley del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018–, atribuyó el pago de las incapacidades superiores a los 540 días a las entidades promotoras de salud (EPS) y radicó en cabeza del Gobierno Nacional, la obligación de reglamentar el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad, para solucionar los dos puntos de vista analizados en los fundamentos jurídicos 28 y 29 de esta sentencia.

…

Cabe resaltar que, en caso de que se expidan certificados de incapacidad más allá de los 540 días, el pago de dichos subsidios deberá ser asumido por la EPS Sanitas, en aplicación al mandato legal contenido en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015. Dicha responsabilidad se extiende hasta el momento en que la actora se encuentre en condiciones de reincorporarse a la vida laboral o hasta que se determine una pérdida de la capacidad laboral superior al 50%. (Subrayas no incluidas en el texto original)

 
6. De acuerdo con la jurisprudencia anterior, es claro que corresponde a Colpensiones cancelar las incapacidades laborales otorgadas desde el día 180 al 540. Por su parte Medimás EPS debe asumir las que se concedan desde el día 541 en adelante. 

Sin embargo, aquella entidad se ha negado a ello con sustento en argumentos que no comparte esta Sala, pues de conformidad con la jurisprudencia, el hecho de haberse emitido concepto desfavorable de recuperación no es razón suficiente para que el fondo de pensiones se sustraiga de las obligaciones que en la materia de que se trata, le corresponde asumir. 
De la misma manera, de conceder al accionante incapacidades para trabajar, superiores al día 541, para no dejarlo desprotegido, el ordenamiento legal, concretamente la Ley 1753 de 2015, determinó que la EPS debe continuar con el pago de esas prestaciones.     
En estas condiciones, está demostrado que la falta de reconocimiento de incapacidades médicas lesiona los derechos a la seguridad social y al mínimo vital del actor. 

7. Para resolver lo relativo al último de los problemas jurídicos planteados, es preciso indicar que de conformidad con lo manifestado por el actor, con quien esta Sala se comunicó telefónicamente, el dictamen de pérdida de la capacidad laboral realizado el 25 de noviembre de 2019, ya le fue debidamente notificado
; es decir, que en esta sede se pudo constatar que los derechos de petición y seguridad social lesionados por la falta de expedición de ese resultado de medicina laboral, se encuentran satisfechos en la actualidad.

De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...”.
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 

…


2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 

8. En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión de los derechos del actor, respecto a la falta de notificación del dictamen de pérdida de la capacidad laboral. 
También se modificarán las órdenes allí libradas, relacionadas con el reconocimiento de incapacidades, porque de los funcionarios a quienes se dirigieron solo dos tienen la competencia para cumplirlas. En efecto, de conformidad con el numeral 4.3.2.7. del artículo 4º del Acuerdo 131 de 2018, expedido por la Junta Directiva de Colpensiones, la Directora de Medicina Laboral de esa entidad es la encargada de “Adelantar las actividades necesarias para la determinación y pago de los subsidios de incapacidad temporal de acuerdo con los términos de Ley y la normatividad vigente”. En el caso de Medimás, la función de acatar las órdenes impuestas a esa autoridad en fallos de tutela fue atribuida a su representante legal judicial, tal como se ha señalado por esta Sala en otros asuntos, al constatar la información consignada en el certificado de existencia y representación legal de esa EPS
. Por tanto a ellos, de manera exclusiva, se impondrán los mandatos constitucionales. Se declarará entonces improcedente el amparo frente al Gerente de Determinación de Derechos de Colpensiones y el Presidente y la Vicepresidente de Salud de Medimás EPS.  
Así mismo se modificará lo dispuesto frente a esa última entidad, concretamente en relación con el límite temporal para el reconocimiento de las incapacidades, ya que en el fallo impugnado se fijó hasta la última que de ellas se concedió, es decir por el periodo comprendido entre el 27 de noviembre al 16 de diciembre de 2019, a pesar de que según la jurisprudencia ya citada, esa responsabilidad se extiende, luego del día 541, hasta el momento en que el afiliado se reincorpore a la vida laboral o se determine una pérdida de la capacidad laboral superior al 50%.  
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 29 de noviembre de 2019, en la acción de tutela instaurada por el señor José Javier Ortegón Páez contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Gerente de Determinación de Derechos y la Directora de Medicina Laboral de esa misma entidad y el Presidente, la Vicepresidente de Salud y el Representante Legal y Judicial de Medimás EPS, empero se declara el hecho superado frente a la pretensión dirigida a obtener la notificación del dictamen de pérdida de la capacidad laboral y se MODIFICAN los ordinales tercero y cuarto para en su lugar ordenar: a) a la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones realizar el pago de las incapacidades concedidas a partir del día 181 y hasta el 540 y b) al Representante Legal y Judicial de Medimás EPS, cancelar aquellas otorgadas a partir del día 541 hasta el momento en que el citado señor se halle en condiciones de reincorporarse a su actividad laboral o hasta cuando se determine una pérdida de la capacidad laboral superior al 50%. y se REVOCAN las órdenes impuestas al Gerente de Determinación de Derechos de Colpensiones y al Presidente y a la Vicepresidente de Salud de Medimás EPS, para en su lugar declarar improcedente el amparo en su contra.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY HERRERA GRISALES

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver Sentencia T-140 de 2016.


�Ver Sentencia T-311 de 1996. Al respecto, en aquella ocasión esta Corte asumió el conocimiento de un caso en el que una mujer reclamaba el reconocimiento y pago de su licencia de maternidad y a quien éste le fue negado por problemas en el pago por parte de su empleador. Sobre el particular, la Corte consideró que si bien, en principio, podría considerarse que se trata de una pretensión eminentemente económica, una afirmación en ese sentido desconocería la especial naturaleza de esta prestación que pretende suplir el salario del trabajador durante el tiempo en que éste se encuentra incapacitado para ejercer normalmente sus funciones. Por ello, consideró que la intervención excepcional del juez de tutela se hacía forzosa so pena de permitir que se prorrogue la vulneración de los derechos de los ciudadanos.


� Especialmente cuando la prestación económica en discusión se constituye en la única fuente de ingresos del solicitante para satisfacer sus necesidades básicas.


� Ver Sentencia T-920 de 2009.


� Sentencia T- 529 de 2017. M.P.: Alberto Rojas Ríos


� Folios 25 al 110 cuaderno No. 1


� Folio 9 cuaderno No. 2


� Folio 8 cuaderno No. 2


� De nombre Conrado Antonio Porras Loaiza 


� En ese oficio se indica que la identificación del afiliado es 10.216.324 y su dirección de notificación la carrera 9 No. 19-28 de Santa Rosa de Cabal, datos que son iguales a los documentos que obran en el expediente y que corresponden al actor.


� Folio 24 cuaderno No. 2 


� Folio 121 cuaderno No. 1


� Folios 122 a 125 cuaderno No. 1


� Sentencia T-401 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado


� Ver entre otras las sentencias T-097 de 2015, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; T-698 de 2014, M.P.  Mauricio González Cuervo; T-333 de 2013, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva y T-485 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Folio 23 cuaderno No. 2


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Ver entre otros la providencia dictada el 17 de mayo de 2019, en el expediente radicado No. 66170-31-10-001-2017-00466-02
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